
Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Adán Pérez 

Utrera, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

 
Adán Pérez Utrera, diputado integrante de la LXIII Legislatura del 
Congreso de la Unión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; y 6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, 

someto a consideración de esta honorable asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción 

XXX y se adiciona la fracción XXXI al artículo 73 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

La Constitución nos confiere la responsabilidad de determinar cuánto, 

en qué y cómo se van a gastar los dineros del pueblo. No obstante, el 

Ejecutivo federal, mediante las llamadas reglas de operación, desvirtúa 

el mandato de esta soberanía. 

Las Reglas de Operación, aparecen por primera vez en el Presupuesto 

de Egresos en 1998, curiosamente en el Ramo 26, “Desarrollo Social y 

Productivo de Regiones de Pobreza”. Desde entonces se hicieron 

extensivas, con variantes y sucesivas modificaciones, hasta volverse 

facultad inatacable, para que las dependencias del Ejecutivo Federal las 

impongan, con la autorización de la Secretaría de Hacienda. 

Se dice, falazmente, que tales Reglas de Operación son: “un conjunto 

de disposiciones que precisan la forma de operar un programa, con el 

propósito de lograr los niveles esperados de eficacia, eficiencia, 

equidad y transparencia”.1 Nada más alejado de la realidad. Estas 

reglamentaciones son instrumentos inflexibles, y evitan que los 

beneficiarios puedan acceder de manera pronta y sin obstáculos a los 

recursos que les corresponden; no cuentan con los suficientes elementos 

que garanticen su viabilidad, y los llamados criterios de focalización, 

cobertura, demanda y de población objetivo, son tan rígidos que no 

permiten resolver las diferentes problemáticas regionales. 

La burocracia, así, asigna los recursos discrecionalmente, como si 

fueran de su propiedad, y lo que fue destinado a subsanar desigualdades 

de los sectores más vulnerables o para alcanzar las metas de 

crecimiento, desarrollo y pleno empleo, se quedan en una suma de 

buenas intenciones. 

Las llamadas reglas de operación, son evidentemente un mecanismo 

inventado por la tecnocracia para modificar el resultado del debate de 



razones y posiciones frente a los problemas nacionales que fija esta 

soberanía, y convertir recursos cuantiosos en subejercicios que la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, posteriormente, destina sin 

autorización a otros rubros. 

Ciudadanos, organizaciones sociales y Gobiernos municipales, no 

logran acceder y ejercer los recursos originalmente presupuestados. 

Parece que las Reglas de Operación están diseñadas para no ejercer el 

dinero y que éste se quede a disposición de la tecnocracia de la 

Secretaría de Hacienda, ¿Dónde queda entonces la decisión de esta 

Asamblea en cuanto al destino de los recursos públicos? 

La Organización Gestión Social y Cooperación, que evalúa los 

programas gubernamentales a través del Índice de Calidad de Diseño , 

en el 2009 indicó que el 40% de los programas sujetos a Reglas de 

Operación, no aprobó las evaluaciones del diseño de éstas.2 

Es claro que las Reglas de Operación, tal como son diseñadas, conceden 

más importancia al estricto cumplimiento de normas y procedimientos, 

sin importar los resultados que deben beneficiar a los ciudadanos. 

Las cosas no pueden continuar así. Es inaceptable que la voluntad de 

este cuerpo soberano sea desconocida con métodos tecnocráticos, como 

también es inaceptable que se niegue al pueblo lo que corresponde al 

pueblo, e igualmente inaceptable es que una dependencia del Gobierno 

Federal tome decisiones que pasan por alto el mandato de esta 

representación. 

Es necesario un marco jurídico en el que se establezcan los lineamientos 

que eviten tales despropósitos y permitan Reglas de Operación 

destinadas a facilitar el acceso a los recursos por sus beneficiarios, con 

enfoques que tomen en cuenta la diversidad regional a fin de integrar el 

desarrollo económico, social y cultural en el país. 

El propósito de esta iniciativa es reformar la fracción XXX y adicionar 

la fracción XXXI al artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, para que el Congreso de la Unión, a través 

de la Cámara de Diputados, tenga la facultad de expedir Leyes 

Generales en materia de Reglas de Operación de los Programas 

Gubernamentales. De esta manera, las disposiciones jurídicas que 

emanen de estos ordenamientos jurídicos serán vinculatorios para todas 

las autoridades de los diferentes niveles de gobierno. 

Esta propuesta no tiene ningún trasfondo ideológico ni partidario. La 

idea es que si la Cámara de Diputados decide el destino de los recursos 

en el Presupuesto de Egresos, entonces sea la que determine los 

instrumentos que permitan acceder a dichos recursos de manera pronta, 



fácil y con eficiencia, y que ello se vea reflejado en el bienestar de la 

población. 

Solicito, en consecuencia, a las compañeras y los compañeros 

legisladores su voto favorable. Rescatemos la dignidad y autoridad de 

esta Cámara, y cumplamos como representantes populares, 

garantizando que los recursos del pueblo sean para ellos y no queden a 

disposición de orientaciones tecnocráticas sin vocación social. 

Por lo anterior, someto a consideración del pleno el siguiente proyecto 

de 

Decreto por el que se reforma la fracción XXX y se adiciona la 

fracción XXXI al artículo 73 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma la fracción XXX y se adiciona la fracción XXXI al 

artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 

I. a XXIX-W. ... 

XXX. Para expedir Leyes Generales en materia de Reglas de 

Operación de los Programas Gubernamentales, que deberán ser 

diseñadas por la Cámara de Diputados. 

XXXI. Para expedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de 

hacer efectivas las facultades anteriores, y todas las otras concedidas 

por esta Constitución a los Poderes de la Unión. 

Transitorios 

Primero. Para conocimiento general se publicará el presente Decreto 

en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. El presente decreto entrará en vigor una vez publicado en el 

Diario Oficial de la Federación. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente 

decreto. 

Cuarto. El Congreso de la Unión, tendrá 120 días hábiles para expedir 

la Ley General de las Reglas de Operación de los Programas 

Gubernamentales, que deberán ser diseñadas por la Cámara de 

Diputados, en donde se considere el enfoque de integración regional 

para articular el desarrollo económico, social y cultural en el país. 

 



 
 

 

 
Notas 

1 ¿Qué son las reglas de operación?, INAES, Secretaría de Desarrollo Social. 

Disponible en: 

http://www.inaes.gob.mx/index.php/reglas-de-operacion (Última consulta: 27 de 

enero de 2016) 

2 Fuentes Durán, Gilberto. “Reglas de operación de los programas del Gobierno 

Federal: una revisión de su justificación y su diseño”, Centro de Estudios Sociales 
y de Opinión Pública”, México, junio de 2009, p. 20. 

 

Dado en el Palacio legislativo de San Lázaro, a 10 de marzo de 2016. 

Diputado Adán Pérez Utrera (rúbrica)  


